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Señor (a) 
JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL 
Armenia, Quindío  
 
REFERENCIA: PROCESO EJECUTIVO SINGULAR DE MINIMA CUANTIA 2023-315 
EJECUTANTE: FONDO DE EMPLEADOS DE LA UNIVERSIDAD DEL QUINDÍO. 
EJECUTADOS: MARIA CRISTINA DIAZ BAHENA Y GUSTAVO ADOLFO OROZCO OSORIO. 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN.  

I. EL RECURSO 

PAULO CÉSAR RODRÍGUEZ FRANCO, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Armenia, Quindío e 

identificado con cedula de ciudadanía número 1.094.940.239 de Armenia, Quindío y portador de la tarjeta 

profesional de Abogado 294.469 del C.S de la Judicatura, en mi calidad de apoderado especial del FONDO DE 

EMPLEADOS DE LA UNIVERSIDAD DEL QUINDÍO, por medio del presente me permito interponer recurso de 

reposición en contra de la providencia fechada del 28 de julio de 2023, y la cual fuere notificada por estado del  

31 de julio de 2023, a través de la  cual su despacho decidió negar librar mandamiento de pago por concepto 

de gastos de cobranza y/o honorarios de Abogado, de conformidad con los siguientes: 

II. MOTIVOS DE INCONFORMIDAD 

 

Por medio de la providencia calendada del 28 de julio de 2023 su despacho decidió negar librar mandamiento 

de pago por concepto de gastos de cobranza y/o honorarios de Abogado, bajo el siguiente argumento: 

El argumento mediante el cual sustento la reposición es el siguiente: 

 

 

En primera instancia, debe reiterarse que el proceso ejecutivo tiene como fundamento esencial, la existencia 

de un documento que contenga un título ejecutivo, que reúna los presupuestos sustanciales establecidos por 

el artículo 422 del Código General del Proceso, es decir, la inclusión en él de una obligación clara, expresa y 

actualmente exigible; de igual manera, dentro de los documentos que tienen aquellas características, se incluye 

el título valor, frente al cual el Artículo 619 del Código de Comercio, dispone que “son documentos necesarios 

para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora. Pueden ser de contenido 

crediticio, corporativos o de participación, y de tradición o representativos de mercancías.” 
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Igualmente, hay que señalar que al tratarse de un cobro de un título valor no pagado, según se menciona en la 

demanda ejecutiva singular de mínima cuantía, alude entonces al ejercicio de la acción cambiaría por parte de 

su tenedor legítimo, tal como lo señala el Artículo 781 del Código de Comercio1.  

Por consiguiente, quien tenga en su poder un documento con las características de un título valor, y en él haga 

presencia una obligación clara, expresa y exigible para el momento de la presentación de la demanda ejecutiva, 

lo faculta para reclamar la actividad del órgano jurisdiccional del Estado, a fin de que coercitivamente se obligue 

al deudor al cumplimiento de la obligación allí pactada e insatisfecha.  

Precisado lo anterior, respecto del título valor pagaré, presentado con la demanda ejecutiva como base del 

recaudo promovido, en cuanto a los requisitos que debe contener, señala el art. 709 del Código de Comercio2, 

que sumado a los indicados en el art. 621 ibídem (mención del derecho allí incorporado y la firma de su creador), 

corresponden aquellos a la promesa incondicional de pagar una suma determinada de dinero, el nombre de la 

persona a quien deba hacerse el pago, la indicación de ser pagadero a la orden o al portador y la forma de 

vencimiento. 

De igual manera, en cuanto al requisito de promesa incondicional de pagar una suma determinada de dinero, 

alude a que el otorgante del pagaré, a partir de la promesa se obliga de manera incondicional para con el 

tenedor legítimo de aquel, a pagarle esa obligación, resaltándose adicionalmente que si ésta (orden de pago) 

se somete a una condición o no es dineraria, comporta la inexistencia del pagaré, como así lo señalan 

doctrinantes como HENRY ALBERTO BECERRA LEÓN, en su obra DERECHO COMERCIAL DE LOS 

TÍTULOS VALORES, 5ª edición, página 321).  

Revisado entonces el contenido de los pagarés números 18200 y 18263 suscritos por los ejecutados Maria 

Cristina Diaz Bahena y Gustavo Adolfo Orozco Osorio, se establece sin dubitación alguna que contiene los 

requisitos de contenido que señala el referido Artículo 709 del Código de Comercio, en concordancia con el 

Artículo 621 Ejusdem, dado que existe en él una indicación expresa de la obligación adquirida por quien lo 

suscribió y referida a una promesa de pagar la suma de dinero allí determinada a cargo de los ejecutados, los 

señores  Maria Cristina Diaz Bahena y Gustavo Adolfo Orozco Osorio, y a favor de la Entidad Solidaria 

Ejecutante Fondo de Empleados de la Universidad del Quindío, en la fecha única allí pactada; a la par, en el 

cuerpo del pagaré, se pactó o fue autorizado por el otorgante ejecutado, que en caso de incurrir en mora, 

reconocería y pagaría intereses moratorios sobre la suma convenida, a la máxima tasa permitida por la 

ley, es decir, un convenio expreso sobre el reconocimiento de intereses de mora a cargo del deudor y 

de gastos de cobranza.  

De igual modo, en documento anexo al citado pagaré, el creador del mismo suscribió una carta de 

instrucciones en la que autorizó expresamente al tenedor del documento cartular para llenar los 

espacios en blanco allí existentes, relacionados éstos con el valor que represente el capital por 

concepto de todas las obligaciones adquiridas por el deudor (capital, intereses debidos y gastos de 

cobranza) y la fecha de vencimiento referente a la calenda en que debe hacerse el pago; en cuanto a la 

 
1 ARTÍCULO 781. <ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA Y DE REGRESO >. La acción cambiaria es directa cuando se ejercita 
contra el aceptante de una orden o el otorgante de una promesa cambiaria o sus avalistas, y de regreso cuando se ejercita 
contra cualquier otro obligado. 
2 ARTÍCULO 709. <REQUISITOS DEL PAGARÉ>. El pagaré debe contener, además de los requisitos que establece el 
Artículo 621, los siguientes: 
1) La promesa incondicional de pagar una suma determinante de dinero; 
2) El nombre de la persona a quien deba hacerse el pago; 
3) La indicación de ser pagadero a la orden o al portador, y 
4) La forma de vencimiento. 
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observancia de aquellas instrucciones por el tenedor del título, se observa asimismo que aparecen cumplidas 

por el ejecutante por cuanto los espacios en blanco que aparecen diligenciados en el pagaré, aluden 

precisamente a las cuestiones del monto de las sumas de dinero adeudadas.  

Respecto del cobro de honorarios profesionales de Abogado 

El cobro de honorarios profesionales de Abogado se encuentra avalado por la reglamentación interna de la 

Entidad Solidaria Ejecutante Fondo de Empleados de la Universidad del Quindío, por este motivo al momento 

de iniciar la persecución ejecutiva se incluye en el valor total de la suma adeudada por el ejecutado los cuales 

deberán de ser asumidos por los deudores, tal como de manera expresa se aceptaron en los títulos valores 

representados en dos (02) pagarés los cuales se sustentan la presente ejecución: 

 

Y a su vez, a lo autorizado de manera expresa en la carta de instrucciones en el literal A: 

 

 

A su vez, debo de poner en conocimiento del despacho que a la fecha entre el Fondo de Empleados de la 

Universidad del Quindío y el suscrito profesional del derecho existe una relación contractual regida bajo los 

parámetros de un contrato de prestación de servicios para la recuperación de cartera en mora de la entidad 

solidaria. El cual en la cláusula segunda se pacta el valor, forma de pago y el porcentaje a pagar a favor del 

Abogado. (Ver anexo 1) 

“SEGUNDA. VALOR DEL CONTRATO: El valor del presente contrato será del 10% a cargo de los deudores en 

etapa de cobro pre jurídico, y del 30% a cargo de los deudores en etapa de cobro judicial.  TERCERA. FORMA 

DE PAGO: El valor de la prestación de servicios pactada en este contrato se cancelará así: A) En la etapa de cobro 

prejurídico, si el deudor cancela la totalidad del crédito o realiza abonos parciales a la obligación, se le incrementará 

el 10% del valor total a cancelar o se le descontará el 10% del valor abonado a título de honorarios. B) En la etapa 

de cobro jurídico, si el deudor cancela la totalidad del crédito o realiza abonos parciales a la obligación, se le 

incrementará el 30% del valor total a cancelar o se le descontará el 30% del valor abonado a título de 

honorarios. C) Si el juzgado de conocimiento ordena el embargo de sueldos, prestaciones sociales, cuentas 

bancarias y demás emolumentos que puedan generar descuentos mensuales con el propósito de satisfacer la 

obligación, al abogado corresponderá el 30% de cada uno de estos abonos parciales hasta que se satisfaga la 

totalidad del crédito.” Subrayado y negrilla fuera de texto original. 

Igualmente, se debe de tener en cuenta que el pago de honorarios profesionales de Abogado también se 

encuentra avalado por la reglamentación interna del Fondo de Empleados de la Universidad del Quindío, tal 

como lo señala el parágrafo 2 del Artículo 17 del Reglamento de Cobranza de Cartera de Crédito del 

Fondo de Empleados de la Universidad del Quindío (Ver anexo 2) señala:  

“PARAGRAFO 2. Todos los gastos que ocasione el proceso de cobro jurídico son a cargo del deudor y/o 

deudor solidario.” Subrayado y negrilla fuera de texto original. 
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Por último, me permito manifestar que la H. Corte Constitucional de Colombia en Sentencia T-625 de 2016 ha 

realizado la diferenciación de Honorarios Profesionales de Abogado y agencias en derecho: 

“La Corte ha entendido que las costas procesales son aquellos gastos en que incurre una parte por razón 

del proceso. Esa noción comprende tanto las expensas como las agencias en derecho. Las expensas 

son las erogaciones distintas al pago de los honorarios del abogado, tales como el valor de las 

notificaciones, los honorarios de los peritos, los aranceles, entre otros. Las agencias en derecho 

corresponden a los gastos por concepto de apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce 

discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los criterios sentados en el artículo 366 del Código 

General del Proceso, y que no necesariamente deben corresponder a los honorarios pagados por dicha parte a 

su abogado.” Subrayado y negrilla fuera de texto original.  

Por lo anterior, el cobro de Honorarios Profesionales de Abogado es la contraprestación de los servicios del 

suscrito profesional de conformidad a lo estipulado en la Ley 1123 de 2007 en donde se ordena el obrar con 

lealtad y honradez en sus relaciones profesionales con sus clientes, y a su vez, teniendo el respaldo de una 

relación contractual que nace de un contrato de prestación de servicios, y de los diferentes reglamentos internos 

de la entidad ejecutante.  

Y a su vez, en aras de evitar de que el despacho incurra en un defecto procedimental por exceso ritual 

manifiesto, como se explica a continuación:  

El defecto procedimental por exceso ritual manifiesto ha sido definido por la Honorable Corte Constitucional de 
Colombia en Sentencia SU061/18, de la siguiente manera: 
 

“El defecto procedimental por exceso ritual manifiesto puede entenderse, en términos generales, como el apego 
estricto a las reglas procesales que obstaculizan la materialización de los derechos sustanciales, la búsqueda de 
la verdad y la adopción de decisiones judiciales justas. En otras palabras, por la ciega obediencia al derecho 
procesal, el funcionario judicial abandona su rol como garante de la normatividad sustancial, para adoptar 
decisiones desproporcionadas y manifiestamente incompatibles con el ordenamiento jurídico. Bajo este 
supuesto, la validez de la decisión adoptada judicialmente no solo se determina por el cumplimiento estricto de 
las reglas procesales, sino que además depende de la protección de los derechos sustanciales. Por ello, ha 
sostenido la Corte, el sistema procesal moderno no puede utilizarse como una razón válida para negar la 
satisfacción de tales prerrogativas, en la medida que la existencia de las reglas procesales se justifica a partir 
del contenido material que propenden.” 

 
A su vez, en Sentencia T- 429 de 2011 de la H. Corte Constitucional, se determinaron los requisitos para que 

el funcionario judicial incurra en este tipo de defecto procedimental: 

“El defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto ocurre cuando la autoridad judicial “(…) un funcionario 

utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta 

vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir, el funcionario judicial incurre en esta 

causal cuando  

“(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los 

ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso 

concreto, (iii) porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en 

el desconocimiento de derechos fundamentales” Subrayado y negrilla fuera de texto original  

Dado a que, el Juez no puede exigir formalidades, ni requisitos adicionales a los fijados por el legislador, 

ya que, son obligaciones pactadas dentro del título valor la cual se encuentra determinada dentro de 

este, por lo cual presta mérito ejecutivo al tenor del Artículo 422 del Código General del Proceso. 
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III. CONCLUSIÓN 

El trámite del proceso ejecutivo a diferencia del declarativo parte de la certeza del derecho y de la correlativa 

obligación que se pretende cobrar; el derecho está en cabeza del ejecutante y la obligación en el ejecutado; el 

derecho debe ser claro, expreso, actualmente exigible, provenir de la deudora y constituir plena prueba contra 

ella como lo consagra el artículo 422 del Código General del Proceso, al exigir que se allegue un documento 

que alcance la categoría de título ejecutivo; es decir, en el que conste quién debe, a quién le debe, cuánto le 

debe, qué le debe, cuándo le pago y dónde le paga: por lo que el Juez, cuando el documento, el escrito de 

demanda y los anexos cumplen con los parámetros legales, libra mandamiento de pago conminando  a la 

obligada al pago como lo estatuye el artículo 430 del Código General del Proceso. 

Precisamente cuando los títulos valores son claros, expresos, actualmente exigibles, cumplen con las 

menciones de Ley, con los requisitos de Ley e incorporan una declaración unilateral de voluntad de obligarse y 

está firmado por la obligado cambiario, prestan mérito ejecutivo, al verificarse que confluyen los parámetros de 

los artículos 422 del Código General del Proceso en armonía con los artículos 619, 620, 621, 625, 793, los 

específicos para cada título valor en particular, entre otros, del Código de Comercio; aclarando que con 

fundamento en el Artículo 620, cuando el título valor no llene los requisitos y menciones de Ley, es ineficaz de 

pleno derecho como lo estatuye el Artículo 897 del Código de Comercio, excepto cuando se trata de la fecha 

de creación, del lugar de creación y del de cumplimiento que los suple la ley (Artículo 621 del Código de 

Comercio) De tal manera que los requisitos y menciones de Ley de los títulos valores, excepto los que la ley 

suple expresamente, para su eficacia como instrumentos cambiarios, para que produzcan los efectos los 

jurídicos y económicos que se les atribuye, trascienden del rango formal a lo sustancial como lo prescribe el 

artículo 620 del Código de Comercio. 

En este orden, no está en duda que la carga del Fondo de Empleados ejecutante para adelantar la acción 

cambiaria con base en un proceso ejecutivo era allegar el pagaré como documento que presta mérito ejecutivo, 

dado a que, las instrucciones son un mecanismo que legitima al tenedor del título valor para completar el tenor 

literal del pagaré. 

Al respecto, el Artículo 619 del Código de Comercio, estatuye que “Los títulos valores son documentos 

necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora.” Subrayas fuera 

de texto.   

El artículo 793, “El cobro de un título valor dará lugar al procedimiento ejecutivo, sin necesidad de 

reconocimiento de firmas.”  Subrayas fuera de texto.   

 Y el artículo 622 ibidem, “Si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, 

conforme a las instrucciones que los haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que 

en él se incorpora.” Subrayas fuera de texto.   

Del texto de los títulos valores se desprenden en forma cristalina los aspectos relacionados con su creación, 

obligado, beneficiario, fecha de vencimiento y monto de la obligación, entre otros, sin que sea menester acudir 

a elementos adicionales de interpretación o se advierta confusión en su redacción o se tenga que acudir a 

intrincados raciocinios para comprender su contenido. 

En síntesis, para ejercer el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia con el fin de 

efectivizar los derechos cambiarios que están incorporados en los pagarés – títulos valores-, el Fondo de 

Empleados de la Universidad del Quindío en calidad de ejecutante además de cumplir con los requisitos de la 

demanda en forma y sus anexos, sólo debía aportarlos como título ejecutivo llenado de conformidad a  las 

instrucciones contenidas en este, dado a que estas,  son el mecanismo que legitima completar el tenor literal 
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del título valor por lo valores adeudados por concepto de (capital, intereses debidos ,y gastos de cobranza 

y/o honorarios de abogado) 

IV. SOLICITUD 

Con los hechos anteriormente expuestos solicito de manera respetuosa que se sirva reponer para REVOCAR 

el auto por medio del cual su despacho decidió negar librar mandamiento de pago por concepto de gastos de 

cobranza y/o honorarios de Abogado dentro de la demanda ejecutiva singular promovida por el Fondo de 

Empleados de la Universidad del Quindío, en contra de los señores Maria Cristina Diaz Bahena y Gustavo 

Adolfo Orozco Osorio. 

 

 
 
 
 
 
 
PAULO CÉSAR RODRÍGUEZ FRANCO 
C.C. 1.094.940.239 de Armenia, Quindío 
T.P 294.469 del Consejo Superior de la Judicatura.  
Dirección electrónica: abogadopaulocesar@gmail.com  
 

Anexo 1. Contrato de prestación de servicios suscrito en el Abogado Paulo César Rodríguez Franco y el Fondo 

de Empleados de la Universidad del Quindío. 

Anexo 2. Reglamento de Cobranza de Cartera de Crédito del Fondo de Empleados de la Universidad del 

Quindío   
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